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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 2 de mayo de 2024. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone adicionar una fracción XIV al artículo 42, recorriendo la 

subsecuente y reformar el artículo 45 a la Ley de Contrataciones 

Públicas para el Estado de Guanajuato, se señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 

ANTECEDENTES 
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PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 20 de 

marzo de 2024, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 14, celebrada el 11 de abril del año 2024, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 17, celebrada el 2 de 

mayo de 2024, se aprobó este documento en los términos que más 

adelante se detallan; en consecuencia se conformó la actual opinión 

jurídica. 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 
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opinión jurídica sobre la iniciativa del grupo parlamentario del «Partido 

Revolucionario Institucional», de adicionar una fracción XIV al artículo 

42, recorriendo la subsecuente y reformar el artículo 45 a la Ley de 

Contrataciones Públicas para el Estado de Guanajuato, y que en lo 

esencial hace referencia a los argumentos que a continuación se 

exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Antecedente: 

La iniciativa en estudio plantea la importancia de garantizar la 

correcta aplicación de recursos públicos, conforme a los principios de 

eficiencia, economía, transparencia y honradez en la administración, 

acorde a lo dispuesto por el artículo 134 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos.  

En este sentido, se propone la prohibición de solicitar requisitos 

exclusivos de productos o servicios vinculados con marcas o empresas 

en los procedimientos de adquisición, así como también se plantea 

que los entes públicos deben verificar que el objeto social de las 

personas morales corresponda a la naturaleza de los bienes o servicios 

sujetos a los procedimientos de contratación. Ello, con el argumento 

de que dicha propuesta fortalecerá la transparencia y la competencia 

en los procesos de contratación pública, evitando la intermediación y 

privilegiando la adquisición de los mejores bienes y servicios al mejor 

costo y calidad. 
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El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 

Protección de Datos Personales, ha señalado que las contrataciones 

públicas representan una de las principales actividades de las 

democracias modernas, cuyo objetivo principal es la entrega correcta 

y oportuna de bienes, obras y servicios, procurando un uso eficiente de 

los recursos públicos bajo los principios de transparencia, integridad, 

eficiencia, honradez y responsabilidad. Lo anterior, derivado de que las 

contrataciones públicas son procesos vulnerables a la corrupción 

debido a la complejidad de las actividades y el volumen de 

transacciones que se llevan a cabo.  

El Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO) y la OCDE, 

han señalado que un sistema de contrataciones públicas sano 

privilegia lo siguiente: 1) La libre concurrencia de proveedores; 2) La 

intensidad y variedad de la participación de los licitantes; 3) La 

diversidad en la asignación de contratos a distintos proveedores; 4) La 

priorización de procedimientos competitivos de contratación como las 

licitaciones públicas. 

Acorde con la OCDE, en el año 2017 el gasto en contrataciones 

públicas representó en promedio el 17.4% del gasto total de los 

gobiernos en América Latina y el Caribe, mientras que, en México, 

representó el 16%. Es por ello, que el control del gasto público y la 

implementación de mecanismos que permitan la evaluación de este 

ha constituido un tema central para las administraciones públicas. 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo general: 
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Por lo que respecta al señalamiento de requisitos exclusivos: 

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 

(OCDE) reconoció los avances en México en materia de 

contrataciones públicas, pero también lo instó a mejorar el esquema, 

pues las contrataciones se han convertido en una herramienta para 

prestar servicios públicos de calidad1. 

La competencia en los procedimientos de contratación pública 

constituye un tema de gran importancia para promover la igualdad de 

oportunidades entre los proveedores, evitar concentración del 

mercado en pocos y asegurar que se obtengan las mejores 

condiciones en los contratos que se celebran. Además, se fomenta la 

innovación, calidad y eficiencia en la prestación de servicios y la 

ejecución de obras públicas. 

Es por lo anterior que, en lo general, la iniciativa en comento se 

considera viable, a efecto de garantizar una correcta asignación de 

los recursos públicos.  

La Comisión Federal de Competencia Económica (COFECE) ha 

señalado que la falta de competencia en los procedimientos de 

contratación pública está asociada con la utilización ineficiente de los 

recursos públicos, pues podría resultar en la adquisición de productos 

 

1 OCDE insta a México a mejorar esquema de contrataciones públicas, Silvia Rodríguez, 

Forbes México, abril 24, 2024. Consultado en: https://www.forbes.com.mx/ocde-insta-a-

mexico-a-mejorar-esquema-de-contrataciones-publicas/  

https://www.forbes.com.mx/ocde-insta-a-mexico-a-mejorar-esquema-de-contrataciones-publicas/
https://www.forbes.com.mx/ocde-insta-a-mexico-a-mejorar-esquema-de-contrataciones-publicas/
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o servicios con costos más elevados de los que podrían conseguirse 

con competencia, con especificaciones técnicas superfluas o 

excesivas. De igual forma, señala que, las ineficiencias derivadas de la 

falta de competencia en la contratación pública pueden darse por: 1) 

Usar métodos de excepción a la licitación mediante justificaciones 

ambiguas o subjetivas; 2) Otorgar ventajas a determinados agentes 

con ciertas especificaciones técnicas u otros criterios; 3) Disminuir los 

incentivos para la presentación de posturas agresivas; 4) Facilitar la 

coordinación de posturas de los licitantes.2  

Acorde a lo mencionado, el diseño de los procedimientos debería 

considerar los siguientes aspectos:  

▪ Establecer únicamente los requisitos de participación 

estrictamente necesarios y que estos sean transparentes, 

objetivos y no discriminatorios. 

▪ Difundir de manera oportuna con plazos razonables la 

información pertinente para que los participantes puedan 

preparar sus propuestas, evitando revelar información que facilite 

la formación de acuerdos colusorios. 

▪ Utilizar criterios objetivos para calificar la solvencia técnica y 

económica de las propuestas.  

 

2https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2018/07/cpc-

contratacionespublicas.pdf  

https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2018/07/cpc-contratacionespublicas.pdf
https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2018/07/cpc-contratacionespublicas.pdf
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Es por ello por lo que, para generar buenas prácticas en los 

procedimientos, es necesario promover la concurrencia y 

competencia entre los participantes, basándose en un mejor diseño 

desde la etapa de planeación, y apoyándose en la utilización de 

normas técnicas de referencia (benchmarks), sin el uso de marcas 

comerciales.  

Por lo que respecta al objeto social como impedimento para 

participar en procedimientos de contratación pública: 

En este sentido, también se considera viable la iniciativa, pues 

debe de existir congruencia entre la naturaleza jurídica de las personas 

morales que participen en los procedimientos de contratación y el 

objeto de la misma contratación pública.  

El objeto social en el acta constitutiva de una empresa es 

fundamental, pues a partir de aquí se concretan las actividades a las 

que una empresa se va a dedicar, y esta actividad se convierte así en 

su propósito o razón de existir. Por lo tanto, permitir que una empresa 

participe en una contratación pública sobre una materia 

completamente diferente a la de su objeto social, sería ir en contra de 

las mismas disposiciones mercantiles. 

Es necesario disminuir la discrecionalidad en los procedimientos, 

priorizar la transparencia y la participación de personas morales que 

efectivamente cuenten con los requisitos, así como no generar 

preferencias en el mercado respecto a requisitos exclusivos de los 

productos o servicios de estas. Por lo tanto, se considera correcto que 
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se establezca como impedimento para participar en una licitación, 

que la materia de esta no esté específicamente contemplada como 

una actividad de la empresa. 

Lo contrario provocaría prácticas erróneas, baja calidad en los 

productos o servicios prestados, problemas de eficiencia y 

cumplimiento, falta de especialización en cuestiones que ya dominan 

otras personas morales contendientes (en las cuales si concuerda la 

actividad con el objeto social), o incluso, conductas de corrupción. 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo particular: 

La iniciativa establece en el primer párrafo del artículo 45: 

Artículo 45. En las adquisiciones que se realicen al amparo de esta 

ley, no podrá solicitarse una marca específica o una empresa 

determinada, ni señalarse requisitos exclusivos de los productos o 

servicios de estas, salvo que existan razones técnicas debidamente 

justificadas por las áreas solicitantes a juicio del comité. 

Se sugiere cambiar la expresión de requisitos, por la de 

características o especificaciones. 

Lo anterior, debido a que los requisitos se refieren a lo que 

requieren los sujetos de la ley, sin embargo, en este caso se trata la 

prohibición para describir las cualidades o características que sean 

exclusivas de los bienes o de los servicios por contratar. 
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Asimismo, para homologar con el texto de la ley vigente, se sugiere 

cambiar en este mismo artículo la palabra productos por la palabra 

bienes. 

Por lo tanto, se sugiere la siguiente redacción: 

Artículo 45. En las adquisiciones que se realicen al amparo de esta 

ley, no podrá solicitarse una marca específica o una empresa 

determinada, ni señalarse características o especificaciones 

exclusivas de los bienes o servicios ofertados por estas, salvo que 

existan razones técnicas debidamente justificadas por las áreas 

solicitantes a juicio del comité. 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 


